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Undécima Época 
Registro digital:  2026559 
Instancia:   Primera Sala 
Materias(s):   Jurisprudencia Administrativa 
Fuente:   Semanario Judicial de la Federación.  
Tesis:   1a./J. 83/2023 (11a.) 
 
DERECHO HUMANO AL AGUA. LAS GARANTÍAS DE LA ACCESIBILIDAD SON: FÍSICA, 
ECONÓMICA, NO DISCRIMINACIÓN Y ACCESO A LA INFORMACIÓN. 
 
Hechos: Diversas personas, físicas y morales, presentaron demanda de amparo indirecto en 
contra de tres autoridades encargadas de la protección del ambiente y de los recursos hídricos 
del Estado, de quienes reclamaron la omisión de adoptar medidas en aras de preservar los 
recursos hídricos del Acuífero Principal de la Región Lagunera clave 0523 en el Estado de 
Coahuila de Zaragoza, Región Hidrológico-Administrativa Cuencas Centrales del Norte. 
Seguida la secuela procesal correspondiente, el Juzgado de Distrito del conocimiento 
sobreseyó en el juicio por falta de interés legítimo de la parte quejosa. En contra de esa 
determinación, se interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que 
son garantías de la accesibilidad del derecho humano al agua las siguientes: 1) física, que 
implica que debe poder accederse a un suministro de agua suficiente, salubre y aceptable, en 
cada hogar, institución educativa o lugar de trabajo o cercanías inmediatas; 2) económica, que 
implica que los costos, directos e indirectos, asociados con el abastecimiento de agua deben 
ser asequibles y nunca comprometer el ejercicio de otros derechos; 3) no discriminación, que 
quiere decir que el agua y sus instalaciones no pueden ser negados a persona alguna, mucho 
menos a sectores vulnerables y marginados de la población; y 4) acceso a la información, que 
implica que toda persona tiene derecho a solicitar, recibir y difundir información sobre 
cuestiones de agua. 
 
Justificación: Tales garantías fueron reconocidas en la Observación General No. 15 (2002): el 
derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales) del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización 
de las Naciones Unidas; que, a su vez, dispuso que el derecho al agua es de carácter 
prestacional (económico, social, cultural y ambiental) y es indispensable para que las personas 
vivan dignamente, así como condicionante previa para la realización de otros derechos. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 543/2022. Luis Eduardo Pedroza García y otros. 1 de marzo de 2023. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: 
Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
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Tesis de jurisprudencia 83/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de veinticuatro de mayo de dos mil veintitrés.  
 
 
Enlace: 
https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2026559 
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Undécima Época 
Registro digital:  2026586 
Instancia:   Segunda Sala 
Materias(s):   Jurisprudencia Constitucional 
Fuente:   Semanario Judicial de la Federación.  
Tesis:   2a./J. 30/2023 (11a.) 
 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. LA OBLIGACIÓN FORMAL A CARGO DE LAS 
PERSONAS MORALES DE PRESENTAR AVISOS SOBRE LAS INCORPORACIONES O 
MODIFICACIONES DE SOCIOS, ACCIONISTAS, ASOCIADOS Y PERSONAS CON 
CARGOS SEMEJANTES PREVISTA EN EL ARTÍCULO 27, APARTADO B, FRACCIÓN VI, 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO TRANSGREDE AQUEL DERECHO. 
 
Hechos: Una persona moral reclamó la inconstitucionalidad del artículo 27, apartado B, 
fracción VI, del Código Fiscal de la Federación, entre otros motivos, respecto a la obligación 
de informar al Registro Federal de Contribuyentes sobre las incorporaciones y modificaciones 
de sus socios, accionistas y asociados, aduciendo violación al derecho a la protección de 
datos personales del ente societario. En el juicio de amparo, el Juez de Distrito sobreseyó 
respecto de tal reclamo por considerar que la norma es de naturaleza heteroaplicativa y, en la 
revisión, el tribunal revisor revocó tal determinación y remitió los autos a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación para analizar el planteamiento vertido por la parte quejosa. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que 
la obligación de las personas morales de informar al Registro Federal de Contribuyentes sobre 
los movimientos corporativos del ente social contribuyente (modificación o incorporación de 
socios, accionistas, asociados y personas con cargos semejantes) mediante el aviso de 
actualización a que se refiere el artículo 27, apartado B, fracción VI, del Código Fiscal de la 
Federación, no transgrede el derecho a la protección de datos personales. 
  
Justificación: El artículo 27, apartado B, fracción VI, del Código Fiscal de la Federación dispone 
el deber de las personas morales contribuyentes de presentar avisos a la autoridad fiscal sobre 
las modificaciones o incorporaciones que la empresa contribuyente realice de sus socios, 
accionistas, asociados y demás personas que por su naturaleza formen parte de su estructura 
orgánica. De los procesos legislativos de dicho precepto se desprende que el legislador 
consideró que con su inclusión se busca hacer frente a la creación de las denominadas 
"empresas factureras" que suelen ser utilizadas para la simulación de operaciones y la 
consecuente evasión fiscal. Así, con la entrega de avisos informativos sobre los movimientos 
corporativos del ente social se busca permitir a la autoridad encargada del manejo de esa 
información contar con elementos mínimos de identificación de las personas que participan en 
el ente social, a partir de los cuales podrán ejercerse las atribuciones legalmente previstas 
para investigar y sancionar irregularidades en la materia. Sobre esa base, la información 
entregada a la autoridad fiscal a causa del deber previsto en dicho precepto atiende al principio 
de finalidad en la protección de datos personales. Por otra parte, el derecho a la protección de 
datos personales no es absoluto pues, incluso, el artículo 22 de la Ley General de Protección 
de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados prevé que no será necesario el 
consentimiento del titular de la información cuando una ley así lo disponga y ello sea acorde 
con las bases, principios y disposiciones previstos en la propia ley (fracción I); cuando la 
transferencia de información por parte del sujeto obligado se realice para el ejercicio de 
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facultades propias, compatibles o análogas con la finalidad que motivó el tratamiento de los 
datos personales (fracción II), y cuando los datos personales se requieran para ejercer un 
derecho o cumplir obligaciones derivadas de una relación jurídica entre el titular y el 
responsable (fracción V). En ese sentido, la fracción VI del apartado B del artículo 27 del 
Código Fiscal de la Federación corresponde a un supuesto de excepción legal al derecho a la 
protección de datos personales que encuadra en las tres excepciones apuntadas, por lo que 
esa disposición atiende al principio de necesidad o proporcionalidad, ya que la información a 
entregar está estrechamente vinculada con la finalidad que se busca con la implementación 
de esa medida y, por lo mismo, se trata de información idónea y adecuada para que la 
autoridad pueda ejercer las facultades que legalmente le corresponden a efecto de verificar el 
debido cumplimiento de las obligaciones fiscales por parte de los contribuyentes, aunado al 
hecho de que esa información queda sujeta a las reglas y excepciones que al respecto se 
prevén en las normas federales aplicables a la transparencia y protección de datos personales. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Amparo en revisión 600/2022. Invitek Internacional, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2023. Cinco 
votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, 
Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
 
Tesis de jurisprudencia 30/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de veinticuatro de mayo de dos mil veintitrés. 
 
 
Enlace: 
https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2026586 
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Undécima Época 
Registro digital:  31490 
Instancia:   Pleno  
Fuente:   Semanario Judicial de la Federación.  
 
ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 41/2019 Y SU ACUMULADA 42/2019. COMISIÓN 
NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS Y COMISIÓN ESTATAL DE LOS DERECHOS 
HUMANOS DE NUEVO LEÓN. 26 DE MAYO DE 2022. PONENTE: YASMÍN ESQUIVEL 
MOSSA. SECRETARIO: SALVADOR ANDRÉS GONZÁLEZ BÁRCENA. 
 
Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión 
correspondiente al veintiséis de mayo de dos mil veintidós. 
 
SENTENCIA 
 
Mediante la cual se resuelve la acción de inconstitucionalidad 41/2019 y su acumulada 
42/2019, promovidas por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y la Comisión 
Estatal de los Derechos Humanos de Nuevo León, respectivamente, contra el artículo 1, 
párrafo segundo, de la Constitución Política del Estado de Nuevo León, publicado en el 
Periódico Oficial del Estado mediante Decreto Número 107, el once de marzo de dos mil 
diecinueve. 
… 
VII. ESTUDIO DE FONDO 
… 
¿El Constituyente Permanente del Estado de Nuevo León excede sus competencias al 
establecer que la Constitución Local protege la vida desde la concepción, pues crea con ello 
un nuevo sujeto de derechos? 
… 
32. Hasta este punto, parece claro que la noción de persona, como fundamento esencial de 
todo el régimen constitucional y convencional de protección de los derechos humanos, no sólo 
debe atenerse a la imposibilidad de los tribunales y de las Legislaturas de determinar 
normativa y jurídicamente el inicio de la vida humana –dilema respecto del cual no existe 
consenso científico, moral, ni religioso– sino que debe adoptarse de acuerdo con los criterios 
surgidos de las disposiciones constitucionales tanto de fuente interna como internacional y 
evitando discrepancias y desigualdades que atenten precisamente contra el régimen de 
protección de los derechos humanos. Esta noción debe ser, además, uniforme en la totalidad 
del territorio nacional. Uniformidad que sólo se logrará si se reserva esta tarea a la Federación 
y se establece, en torno a ella, un territorio vedado a las entidades federativas. 
 
33. Así, este Pleno afirma que el Constituyente Permanente del Estado de Nuevo León 
excedió sus facultades cuando introdujo una cláusula constitucional que adopta una cierta 
noción de persona y otorga ese estatus al "producto de la concepción". 
 
¿El Constituyente Permanente de Nuevo León excede sus facultades y crea, al proteger la 
vida desde la concepción, un riesgo restrictivo a los derechos constitucional y 
convencionalmente protegidos de las mujeres y de las personas gestantes? 
… 
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36. Para este Pleno, es evidente que la pretensión de la autoridad legisladora ordinaria al 
introducir la cláusula constitucional ahora impugnada es otorgar el estatus de persona, desde 
un momento biológico incierto, al embrión o feto y proveerlo de una protección equiparable a 
las personas nacidas para –a partir de este otorgamiento– proceder a la adopción de medidas 
restrictivas de los derechos de las mujeres y las personas gestantes. Esta inclinación resulta 
constitucionalmente inadmisible porque se impondría a las mujeres y personas gestantes 
diversas cargas desproporcionadas por el hecho de contar con una potencia única y se 
asegura al Estado una intervención inaceptable en la relación íntima de las mujeres y personas 
gestantes con su cuerpo. Más aún si se considera que lo anterior sería en aras de proteger un 
derecho a la vida cuya titularidad plena es contingente y precaria, dada la propia naturaleza 
del embarazo, cuya culminación no puede predecirse del todo. 
… 
  Parámetro de regularidad constitucional del derecho a la autonomía reproductiva y otros 
derechos interrelacionados. 
 
39. El propósito medular de los derechos humanos es proteger y garantizar el derecho de las 
personas a ser tratadas con la dignidad que corresponde a la persona humana y a que ésta 
goce de las libertades fundamentales. Una consecuencia directa de los derechos a la libertad 
y a la dignidad es –tal como lo establece la jurisprudencia de esta Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y los instrumentos internacionales en la materia– la capacidad de conducirse libre 
de injerencias arbitrarias en las decisiones de la vida privada: 
… 
 
40. Tal como se afirmó en la acción de inconstitucionalidad 148/2017, este Pleno sostiene que 
para definir los contornos del derecho a la autonomía reproductiva debe acudirse al contenido 
que irradia el derecho a la dignidad humana, al ser éste el fundamento, condición y base del 
resto de los derechos humanos reconocidos constitucional y convencionalmente. Así, la 
dignidad humana, como origen, esencia y fin de todos los derechos humanos reconocidos en 
el parámetro de regularidad constitucional, reconoce una calidad única y excepcional a todo 
humano por el simple hecho de serlo, cuya plena eficacia debe ser respetada y protegida 
integralmente sin excepción alguna. Todas las autoridades, e incluso particulares, tienen la 
obligación de respetar y proteger la dignidad de toda persona, es decir, su derecho de ser 
tratada como tal sin ser humillada, degradada, envilecida o cosificada. 
 
41. En ese mismo precedente se estableció que la dignidad humana, especialmente en el 
caso de las mujeres y personas gestantes, dada su particular relación con la reproducción, se 
funda en la idea central de que las mujeres y personas con capacidad de gestar pueden decidir 
lo que pasa en su cuerpo y construir su identidad y destino autónomamente, libre de 
imposiciones o transgresiones como libertades mínimas para el desarrollo de su vida en 
plenitud. 
 
42. Sobre esa base, debe decirse que la autonomía individual –como característica propia de 
las democracias constitucionales– constituye una esfera de inmunidad de la persona frente al 
Estado y la comunidad; un lugar de autopertenencia desde donde la persona humana 
construye su vida a partir de sus aspiraciones, deseos y posibilidades, en comunicación –sin 
duda– con el entorno y las determinantes estructurales ineludibles, surgidas de la posición que 
el orden social asigna a cada persona. Por tanto, el Estado estaría obligado no sólo a respetar 
la autonomía personal, sino a brindar las condiciones necesarias para que las personas 
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sujetas a su jurisdicción decidan sobre su vida y aspiraciones entre las mejores opciones 
disponibles. 
… 
54. Aun aceptando que el embrión o feto no integran el cuerpo de las mujeres o personas 
gestantes, su desarrollo y supervivencia son imposibles o impensables sin él, lo que 
obviamente no ocurre en el caso inverso, es innegable que el Estado no puede tutelar la vida 
en gestación sin disponer del cuerpo de las mujeres o de las personas gestantes. De esta 
manera, cualquier interferencia indebida o excesiva del Estado o de otros agentes en el diseño 
del propio plan de vida configuraría una ofensa de la dignidad,(40) al "arrebatar [a la persona] 
su condición ética, reducirla a la condición de objeto, cosificarle, convertirle en un medio para 
los fines que por fuera de ella se eligen". 
 
55. Evidentemente, la autonomía reproductiva se relaciona con los derechos a igualdad y la 
no discriminación, a la salud, al derecho a estar libre de injerencias arbitrarias en la vida 
privada y el derecho a la integridad de las personas, pues la vigencia de éstos garantiza la 
realización de un proyecto autónomo de vida, como se verá a continuación. 
 
Derecho a la salud 
… 
63. Así, las decisiones sobre la propia salud, como terminar un embarazo, no pueden ser 
interferidas arbitrariamente y, además, debe existir toda la infraestructura para poder llevarla 
a cabo:  
… 
64. En consecuencia, correspondería al Estado garantizar el acceso oportuno a estos servicios 
como parte del derecho a disfrutar de toda una gama de facilidades, bienes, servicios y 
condiciones necesarios para alcanzar el más alto nivel posible de salud. Respecto del derecho 
a la salud, la obligación del Estado de proveer acceso razonable y equitativo a servicios 
seguros de interrupción de embarazo se basaría, por ejemplo, en la necesidad de evitar que 
las decisiones autónomas de las mujeres y personas gestantes afecten adversamente su 
salud, colocando en riesgo su bienestar físico, mental o social, como resultado de la práctica 
inadecuada o peligrosa de un aborto. 
 
Derecho a la vida 
… 
66. El derecho a la vida digna debe ser entendido no sólo como el derecho al mantenimiento 
de la vida en su acepción biológica, sino como el derecho a: (I) la autonomía o posibilidad de 
construir el "proyecto de vida" y de determinar sus características (vivir como se quiere); (II) 
ciertas condiciones materiales concretas de existencia (vivir bien); y, (III) la intangibilidad de 
los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones). 
… 
71. El derecho a la autonomía exige aceptar que tales estándares de bienestar sean definidos 
por las mujeres y las personas gestantes, especialmente cuando se trata de servicios que 
ellas requieren, teniendo a disposición todas las condiciones que les permitan acceder a 
dichos estándares: servicios seguros y de calidad, información, respeto y confidencialidad. El 
concepto de bienestar incluye no sólo la cantidad de vida, sino, particularmente, la calidad de 
esa vida, y lo que sienten las mujeres y personas gestantes en relación con su bienestar. Esta 
aproximación reconoce la importancia de la percepción y conocimiento que tienen las mujeres 
y las personas gestantes sobre sí mismas y sobre lo que pueden o no asumir o sobrellevar. 
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Este reconocimiento se basa en el respeto de sus derechos a la dignidad y a la autonomía, 
que se expresan, entre otras cosas, en la libre toma de decisiones de acuerdo con su proyecto 
de vida. 
 
Derecho a la no discriminación 
… 
80. El derecho de las mujeres de una vida libre de discriminación y de violencia se traduce en 
la obligación de toda autoridad de actuar con perspectiva de género no sólo para superar las 
barreras y obstáculos estructurales que se expresan en la legislación y en las prácticas 
culturales, sino para impedir que una visión estereotipada y preconcebida sobre lo que las 
personas deben hacer, sentir o querer a partir de su identidad sexo-genérica, perpetúe 
concepciones autoritarias sobre el papel que las mujeres y personas gestantes juegan en la 
sociedad y la imposición de una ideología o de expresiones de un pensamiento único sobre 
sus cuerpos. En este sentido, la Recomendación General 35 del Comité contra la 
Discriminación de las Mujeres ha sostenido que penalizar el aborto y obstruir el acceso a este 
servicio de atención médica es una forma de violencia basada en el género. 
… 
85. Por tanto, se debe garantizar el acceso de las mujeres y personas gestantes a los servicios 
de salud que requieren, especialmente a aquellas ubicadas en grupos de mayor marginación. 
La no discriminación exige que los servicios de salud garanticen las condiciones para que las 
mujeres y personas gestantes puedan atender efectivamente sus necesidades en salud y para 
que los servicios que únicamente son requeridos por las mujeres y personas gestantes, como 
la interrupción de un embarazo, se presten en condiciones de seguridad para evitar los riesgos 
asociados con los embarazos y los abortos practicados en condiciones de precariedad. 
… 
87. El derecho a la no discriminación también exige responder razonablemente a las 
diferencias y construir regímenes jurídicos donde estas diferencias no condicionen el acceso 
a los derechos humanos y libertades fundamentales. Por tanto, no pueden ignorarse –en la 
adopción de leyes y el diseño de políticas públicas– las condiciones reales de ejercicio de la 
autonomía de las mujeres en cuanto a sus decisiones reproductivas, surgidas de las relaciones 
de subordinación entre los géneros. Por ejemplo, la construcción social de estereotipos en 
torno a la maternidad como actividad de máxima abnegación o sacrificio, la cual impone a las 
mujeres y a las personas gestantes postergaciones en su plan de vida o deberes ideales; la 
imposibilidad de muchas mujeres y personas gestantes para negociar efectivamente el inicio 
de las relaciones sexuales y la utilización de métodos anticonceptivos; las consecuencias 
diferenciadas de la violencia sexual, y los obstáculos para el acceso oportuno a servicios de 
salud reproductiva. 
 
88. Esta respuesta estatal razonable a las diferencias incluye de manera crítica a las 
adolescentes y las personas con discapacidad. Por tanto, el Estado está igualmente obligado 
a respetar y garantizar la autonomía progresiva de las adolescentes en materia reproductiva 
y a realizar los ajustes necesarios para que las decisiones reproductivas de las personas con 
discapacidad puedan expresarse y sean respetadas. 
… 
92. En opinión de este Pleno, ninguna protección a la vida desde la concepción –implantación 
en términos jurídicos– puede motivar restricciones en los derechos de personas ya nacidas o 
ejecutarse acudiendo a la ficción jurídica que separa lo inseparable: el embrión de la persona 
embarazada. Esta protección sólo ocurrirá –de forma constitucionalmente aceptable– a través 
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de la persona embarazada y sin intervenciones arbitrarias del Estado en su vida privada o en 
su autonomía reproductiva, entre otros derechos susceptibles de afectarse o menoscabarse 
si –en virtud de la porción normativa impugnada– se negasen el acceso a los servicios de 
salud sexual y reproductiva que ya se han mencionado en esta ejecutoria. 
… 
96. La posibilidad de acudir al aborto –u otros servicios de salud reproductiva– es una cuestión 
que pertenece al ámbito protegido del derecho a la privacidad en la que la injerencia estatal 
debe limitarse a facilitar que las decisiones en materia reproductiva se tomen libremente y sin 
riesgos, lo que incluye desde proveer información científica, imparcial y veraz sobre la 
opciones anticonceptivas y los riesgos de practicarse un aborto, hasta la provisión de servicios 
que garanticen que esas opciones reproductivas no supongan afectaciones de salud para las 
mujeres y las personas gestantes. La ética personal y las visiones religiosas –aunque 
protegidas por el orden jurídico– no pueden sustentar decisiones normativas. 
… 
101. Como se dijo antes en esta sentencia, no corresponde a las Legislaturas Locales 
determinar la intensidad y carácter de la protección jurídica de la vida en gestación, pues esto 
alteraría un concepto esencial y fundacional de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y de los tratados internacionales que contengan derechos humanos: la noción de 
persona. También carecen de competencia para colocar en el mismo estatus a las personas 
nacidas y a la vida en gestación con el propósito de equiparar su protección jurídica, pues esta 
decisión restringe injustificadamente los derechos humanos de las mujeres y personas 
gestantes, lo que trastoca el orden constitucional y los valores de un Estado laico, plural y 
democrático. Con sustento en estas dos conclusiones, esta disposición debe declararse 
inconstitucional. 
 
102. Esto no significa que este Pleno descarte que la vida en gestación tiene una dignidad 
particular que debe ser protegida por el Estado, pero esa protección debe incrementarse de 
manera gradual sin afectar o lesionar injustificada o desproporcionadamente los derechos 
humanos de las mujeres y personas gestantes. Más bien, para este Pleno es claro que el 
interés del Estado en la vida en gestación debe expresarse protegiendo a las mujeres y 
personas gestantes y para ello no es necesaria una cláusula constitucional de equiparación. 
 
103. Conviene añadir que, en opinión de ese Pleno, las entidades federativas no pueden 
pretextar la existencia de cláusulas de protección a la vida desde la concepción (sic) para 
negar a las personas toda clase de servicios relacionados con la salud sexual y reproductiva 
en el ámbito de competencia estatal, ni para adoptar legislación que endurezca las normas 
sobre interrupción legal del embarazo. Al contrario, la inclusión de esta cláusula, en los casos 
en los que subsiste siempre debe entenderse como una expresión que protege la autonomía 
de las personas, su derecho a la salud, su derecho a la no discriminación, su derecho a la 
integridad personal y su derecho a la vida. 
… 
 
IX. DECISIÓN 
 
108. Por lo expuesto, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resuelve: 
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PRIMERO.—Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad y su 
acumulada. 
 
SEGUNDO.—Se declara la invalidez del artículo 1o., párrafo segundo, en su porción 
normativa "Desde el momento de la concepción entra bajo la protección de la ley y se le reputa 
como nacido para todos los efectos legales correspondientes, hasta su muerte natural", de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León, adicionado mediante el 
Decreto Núm. 107, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el once de 
marzo de dos mil diecinueve, la cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos 
puntos resolutivos al Congreso del Estado de Nuevo León, de conformidad con los apartados 
VII y VIII de esta decisión. 
… 
 
 
Enlace: 
https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/ejecutoria/31490 


